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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CESAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, cuatro de octubre de dos mil diecisiete 

Acta N° 0           de 4 de octubre de 2017
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a decidir la impugnación presentada por LÓPEZ BEDOYA Y ASOCIADOS & CÍA S. EN C. contra la decisión proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito el día 24 de julio de 2017, dentro de la acción de tutela que le promueve al Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales a la que fueron vinculados Jhon Eduar Arango Pineda, Megabus S.A., Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A. Promasivo S.A. y Liberty Seguros S.A.

ANTECEDENTES

Indica el apoderado general de la Sociedad López Bedoya y Asociados & Cía S. en C. que el señor Jhon Eduard Arango Pineda inició un proceso laboral de única instancia contra Promasivo S.A., el cual correspondió por reparto al Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales; que dentro de dicho trámite fue vinculado Megabus S.A.  y las sociedades Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A., Liberty Seguros S.A. y la accionada, como llamadas en garantía de aquélla; que una vez se surtió el trámite pertinente la juez de la causa tomó decisión de fondo el día 15 de junio de 2017, declarando la existencia de un contrato de trabajo entre el señor Jhon Eduar Arango Pineda y Promasivo S.A. vigente entre el 5 de marzo de 2012 y el 9 de mayo de 2014, condenando a ésta sociedad al pago de las acreencias y sanciones pretendidas con la demanda y solidariamente a Megabus S.A., a Liberty Seguros S.A. y a López Bedoya Asociados & Cía en C, exceptuando de tal carga a la sociedad Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A, decisión que se configura una vía de hecho por desconocimiento del precedente, toda vez que la Sala Laboral del este Distrito Judicial, ha condenado también a ésta entidad al pago de las condenas impuestas y se ha denegado el pago de las sanción moratoria dado que la primera obligada se encuentra liquidada.

Refiere que solicitó a la funcionaria de conocimiento adicionar o aclarar la sentencia, pero la petición fue negada.
En virtud de lo anterior solicita que se declare sin efecto la sentencia proferida dentro del proceso ordinario laboral de única instancia adelantado por Jhon Eduar Arango Pineda en contra de Megabus S.A. y otros, radicado con el número 666001-41-051-2014-00778-01 y se ordene al juzgado accionado tomar una decisión de fondo que atienda el precedente de esta Corporación y del órgano de cierre de la especialidad.  

TRÁMITE IMPARTIDO

Admitida la acción, se ordenó la notificación de los accionados, concediéndoles el término de dos (2) días para vincularse a la litis.
El señor Jhon Eduar Arango Pineda se vinculó a la litis oponiéndose a las pretensiones de la demanda y reafirmando su derecho a que le sea cancelada la indemnización moratoria, indicando que si bien la empleadora se encuentra liquidada, ello sólo ocurrió un año después de terminado el vínculo laboral, lo que ha implicado que hoy, luego tres años, todavía no le hayan sido reconocidas las prestaciones y acreencias a las que tiene derecho.

Megabus S.A. por su parte intervino coadyuvando las petición de la sociedad accionante, haciendo notar el error sustancial en el que había incurrido la juez de la causa, al estimar que existiendo un caso análogo resuelto por ella resuelto tomó un criterio de valoración diverso, que debió ser motivado para evitar inseguridad jurídica al usuario respecto a la solución de los diversos casos puestos a su conocimiento.

Refiere que la presente acción es del todo procedente dado que no existe mecanismo de defensa judicial que permita restablecer los derechos afectados, por lo que solicitó que se atendieran las pretensiones de la demanda, petición a la que también se adhirió Liberty Seguros S.A. al dar respuesta a la acción, pues a su turno, indicó que la decisión que definió el asunto ordinario fue desconociendo el precedente vertical, lo cual constituye una vía de hecho por defecto sustancial.
El Sistema Integrado de Transporte SI 99 S.A., adujo en su defensa que el precedente que afirma desconoció la juez municipal, corresponde a una decisión tomada por esta Corporación que aún no está en firme, pues contra la misma, esta sociedad fue interpuesto el recurso extraordinario de casación, al considerar que no está llamada a responder solidariamente por las obligaciones laborales de Promasivo S.A. 
Adicionalmente sostiene que no se reúnen los requisitos de procedibilidad establecidos por la jurisprudencia constitucional, ya que este caso no tiene la relevancia que se requiere, para solicitar la intervención del funcionario judicial por la vía de tutela, pues desconoce la libre apreciación que atañe a los administradores de justicia y el hecho de que la acción de tutela no puede tenerse como una instancia adicional.

Refiere también que no se cumple con el requisito de inmediatez, ni se observa que en el trámite se haya configurado una irregularidad procesal, al paso que hace notar que la sociedad accionante no identifica de manera clara razones de su solicitud.
Insiste en que en el presente asunto no se configuró una vía de hecho y que por lo tanto no debe procurarse el amparo solicitado.

Llegado el día del fallo la juez de la causa negó la protección al considerar que el Juzgado Primero Municipal de Pequeña Causas laborales de Pereira tuvo fundamentos legales de peso para imponer la sanción moratoria con cargo a las demandadas como solidarias, toda vez que advirtió en Promasivo S.A. la ausencia de buena fe respecto a las obligaciones con su trabajador, fundamentada en varias jurisprudencias de la Sala de Casación Laboral.
Frente a la exoneración de SI99 como responsable solidaria de las condenas impuestas, precisó que el material probatorio que obraba en el plenario fue suficiente para que se tomará decisión en ese sentido, toda vez que esta sociedad no es accionaria de Promasivo S.A. desde el año 2009 y que en el año 2013 enajenó la totalidad de las acciones, por lo que ninguna responsabilidad le cabía respecto al incumplimiento de ésta sociedad con el señor Arango Pineda, demandante en la acción laboral.

Concluyó entonces la a quo que ninguna vía de hecho se configuro en el presente caso y en tal virtud ninguna de las aspiraciones del actor y los coadyuvantes podía prosperar.

Inconforme con lo decidido la parte actora la impugnó trayendo a colación iguales argumentos a los expuestos al momento de impetrar la acción.
CONSIDERACIONES DE LA SALA

PROBLEMA JURÍDICO

¿Incurrió el Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales en una vía de hecho al condenar a la sociedad accionante a pagar solidariamente la indemnización moratoria y absolver a SI 99 de las pretensiones de la demanda ordinaria laboral de única instancia incoada por el señor Jhon Eduard Arango Pineda?
1.  LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR ACTIVA DE PERSONAS JURÍDICAS PARA PRESENTAR TUTELAS.

Ha sido constante la jurisprudencia constitucional en sostener, que si bien en principios las personas jurídicas no son titulares de derechos fundamentales, pues ellos son inherentes al ser humano, lo cierto es que, existen garantías mayores como la igualdad, debido proceso, libertad de asociación, petición, inviolabilidad de domicilio y correspondencia, información, buen nombre y acceso a la administración de justicia, entre otros, que pueden ser reclamados por aquéllas haciendo uso de la acción de tutela.
En cuanto al debido proceso y el acceso a la justicia, derechos que se alegan conculcados en la presente acción a dicho la Alta Magistratura constitucional: 

 “(...), el debido proceso y el acceso a la justicia se atribuyen a las personas, naturales y jurídicas, porque son derechos que se basan en la capacidad de obrar de unas y otras, no en la naturaleza de su personalidad. Prueba de ello es que el debido proceso se aplica a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas, y que el artículo 229 constitucional garantiza a toda persona el acceso a la justicia.
 
Pretender excluir a las personas jurídicas de la acción de tutela para restablecer su derecho a un juicio justo, conforme a las leyes preexistentes, ante un tribunal competente y con la plenitud de las formas previstas, sería tanto como establecer presupuestos diferentes en el desenvolvimiento de la capacidad de obrar de las personas naturales, según su actuación individual u colectiva, desconocimiento la protección que la Carta Política otorga al substrato humano que comportan todas las actuaciones que proyectan al hombre como ser social”
. 
2. PROCEDENCIA DE LA TUTELA CONTRA DECISIONES JUDICIALES.
Para resolver el interrogante es necesario tener en cuenta que desde la entrada en vigencia de la Constitución de 1991 se ha decantado por la jurisprudencia constitucional, respecto a la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, que ésta resulta viable en todos aquellos casos en los que la actuación de la autoridad judicial carezca de fundamento objetivo y sus decisiones sean el producto de una actitud arbitraria y caprichosa, que traiga como consecuencia la vulneración de derechos fundamentales de las personas.

La teoría de las, inicialmente denominadas "vías de hecho", que abre el paso a la tutela contra providencias judiciales, las caracterizó como decisiones contrarias a la Constitución y a la Ley, que desconocen la obligación del Juez de pronunciarse de acuerdo con la naturaleza misma del proceso, siguiendo los lineamientos trazados en la ley y definiéndolo de conformidad con las pruebas oportuna y legalmente allegadas. Lo anterior por cuanto los servidores públicos y, específicamente, los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las normas en forma arbitraria, pues ello implicaría abandonar el ámbito de la legalidad y atentar contra los principios del Estado de Derecho. 

Sin embargo, debe precisarse que no toda irregularidad procesal genera una vía de hecho, más aún cuando quien se dice afectado, tiene la posibilidad de acudir a los mecanismos ordinarios establecidos para solicitar la protección de sus derechos; pues no puede olvidarse que la acción de tutela tiene un carácter subsidiario, es decir, que sólo es procedente a falta de otros mecanismos de defensa judicial y no puede utilizarse para “provocar la iniciación de procesos alternativos o sustitutivos de los ordinarios o especiales, ni para modificar las reglas que fijan los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni para crear instancias adicionales a las existentes”

De otro lado, insistentemente, se ha dicho que la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, no autoriza al Juez constitucional para entrar a resolver sobre la cuestión litigiosa controvertida dentro del proceso, pues su labor se limita a analizar la conducta adoptada por el funcionario judicial, la cual se concreta a través de la providencia demandada.  Si la decisión no es producto de una actuación arbitraria o abusiva, sino el resultado de una confrontación objetiva y seria entre la normatividad aplicable y el caso concreto, dicha actuación no puede ser objeto de amparo constitucional a través del mecanismo de la acción de tutela.  

En consecuencia la labor del Juez constitucional se limita, en estos casos, a determinar si la actuación de la autoridad efectivamente es producto de una actitud arbitraria y contraria al ordenamiento jurídico, sin que le sea dable inmiscuirse en el trámite del proceso judicial, tomando decisiones paralelas a las que cumple quien, en ejercicio de su función constitucional lo conduce, pues no pueden desconocerse los conceptos y principios de autonomía, independencia de los jueces, acceso a la administración de Justicia, seguridad jurídica y vigencia del Estado Social de Derecho. 

Recientemente, la Corte Constitucional, en sentencia T-054-15, ratificó los requisitos generales y específicos establecidos en la sentencia C-590 de 2005 para que proceda la acción de tutela contra sentencias judiciales, siendo éstos:
“Los primeros se acreditan siempre (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios, antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) en caso de tratarse de una irregularidad procesal, que ésta tenga incidencia directa en la decisión que resulta vulneratoria de los derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y, que ésta haya sido alegada al interior del proceso judicial, en caso de haber sido posible; y, (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela.

                                                       

3.4. Por su parte, los segundos, conocidos como requisitos específicos de procedibilidad, ampliamente elaboradas por la jurisprudencia constitucional, son: defecto orgánico, defecto sustantivo, defecto procedimental o fáctico; error inducido; decisión sin motivación; desconocimiento del precedente constitucional; y violación directa a la constitución”.

En sentencia T-615 de 2016, reiterada en la T-364 de 2017 se dijo

“En síntesis, con el fin de garantizar el derecho a la igualdad “los funcionarios judiciales están obligados a mantener su propia línea jurisprudencial y acoger los precedentes de los órganos límite de la jurisdicción, so pena de incurrir en causal especial de procedencia de la acción de tutela, por defecto sustantivo. No obstante, pueden apartarse de los mismos, siempre que ofrezcan argumentos claros, lógicos y precisos sobre las razones que determinan esa decisión, previa referencia al precedente que abandonará y las causales que determinan esa decisión”.
3. CASO CONCRETO.

Antes de entrar a analizar el caso concreto, es preciso indicar que, de acuerdo con la parte considerativa de esta providencia, la sociedad accionada se encuentra legitimada para impetrar la presente acción constitucional, toda vez que, de acuerdo con el relato fáctico, reprocha una actuación judicial que considera constitutiva de una vía de hecho, conforme los lineamientos de la Corte Constitucional.

El reproche descansa básicamente en el hecho de que la juez accionada, al momento de tomar decisión de fondo no tuvo en cuenta el precedente vertical establecido por esta Corporación relacionado con la condena impuesta a SI99 como deudor solidario de las obligaciones laborales de Promasivo S.A y la exoneración de la sanción moratoria por cuenta de la liquidación de ésta sociedad.

En el caso bajo estudio, la viabilidad del trámite de tutela se percibe configurada con i) que ningún recurso podía interponerse contra la decisión por medio de la cual el fallador de única instancia condenó al pago de unas acreencias laborales, ii) que la providencia reprochada no fue proferida en el marco de una acción de tutela y que ésta fue dictada el 15 de junio de 2017, con lo que se estima configurado el principio de inmediatez, pues la presente acción fue iniciada el 10 de julio del año en curso, es decir en un término oportuno y razonable.

Frente a la estimación de la afectación de los derechos fundamentales de los cuales es titular la sociedad accionada, si bien en parte alguna de libelo inicial se hace referencia a qué garantías fundamentales fueron vulneradas por la actuación de la funcionaria judicial, la parte actora identifica plenamente los supuestos fácticos que estima configuraron la vía de hecho, entendidas éstas por la Corte Constitucional, como actuaciones u omisión que afectan el debido proceso.

Ahora bien, como se indicó con anterioridad, en estos casos, al juez de tutela solo le es dable verificar si en la actuación judicial que se reprocha se evidencia la vulneración de los derechos fundamentales que le asisten a las partes en conflicto, sin que sea posible que ejerza el control del proceso ni de la decisión como juez ordinario, desatando un instancia adicional y es en cumplimiento de tal labor, que luego de analizada la actuación cuestionada, esta Sala concluye que no se percibe irregularidad en el proceder de la juzgadora, amén de que expuso con suficiencia los argumentos que sustentaron la decisión de exonerar de toda responsabilidad a la sociedad de Sistema Integrado de Transporte SI99 e imponer el pago por indemnización moratoria a cargo de las condenadas solidarias, entre ellas la parte accionante dentro de la presente acción
Lo anterior es así, porque considera la Sala que la juzgadora accionada no se apartó de manera caprichosa del precedente de está Corporación, por el contrario estuvo atenta a los alegatos de conclusión de las partes en los que se hizo mención a la línea de esta Sala, para indicar que, de conformidad con el material probatorio, más exactamente el contrato de concesión suscrito entre Megabus S.A. y Promasivo S.A., la sociedad Sistema Integrado de Transporte -SI99- S.A. lo suscribió, obligándose de manera solidaria con el concesionario frente a las deudas que de cualquier índole contrajera éste; no obstante, también consideró el hecho de que ésta sociedad se desligó de dicha obligación en el momento en que, como accionista de Promasivo S.A. enajenó a López Bedoya y Asociados & Cía S en C la totalidad de sus acciones el 1º de enero de 2013 –CD fl 26-, situación que la llevó a exonerar de responsabilidad a esta entidad, dado que las condenas impuestas se causaron con posterioridad a esa fecha.

Como puede observarse, independiente de que se comparta o no,  el análisis de la juez no resulta caprichoso ni arbitrario y si bien no consideró lo expuesto por esta Corporación en un caso similar, fundamentó con suficiencia los motivos por los cuales no impuso condena de ninguna índole a SI99 S.A.
Respecto a la sanción moratoria, ningún reproche merece el estudio que del tema hizo la funcionaria cuestionada, pues es claro que lejos de apartarse del precedente de esta Sala de decisión, lo que hizo fue adaptar el mismo al asunto, para establecer que la moratoria en el caso del señor Jonh Eduar Arango Pineda –demandante en la acción laboral-, debía necesariamente imponerse debido a que era evidente la falta de pago de sus acreencias laborales y la mala fe en que incurrió Promasivo S.A., frente a tales obligaciones.  Precisando además que si bien la entidad estuvo controlada por la Superintendencia de Puertos y Transporte por su delicada situación económica, sólo hasta el 22 de noviembre de 2015 entró en liquidación definitiva y el contrato que la unió al citado trabajador, finalizó el 9 de mayo de 2014, es decir que corrió más de un año entre una data y la otra, por lo que en ese periodo bien pudo cancelar a su empleado las sumas que en virtud al contrato de trabajo debía asumir.
Es más aún con la inferencia anterior, la funcionaria accionada fijó como fecha límite para liquidar la citada indemnización precisamente el día en que la empleadora entró en proceso obligatorio de liquidación, esto es el 22 de noviembre de 2015, procediendo entonces a calcular la suma que correspondía por el periodo comprendido entre el 10 de mayo de 2014 y ésta data.

De lo  dicho,  cabe anotar,  que la decisión del Juzgado Primero Municipal de Pequeñas Causas Laborales de Pereira respecto a la decisión adoptada en el proceso ordinario laboral de única instancia promovido por el señor Jhon Eduard Arando Pineda en contra de Megabus S.A. y otros en criterio de la Sala, no fue violatoria del debido proceso o el derecho de defensa, ni en ella se incurrió en vías de hecho, pues la misma no se manifiesta desatinada, ni en su texto se perciben desaciertos ostensibles o contrarios al ordenamiento jurídico ni al precedente de esta Corporación. En síntesis, la decisión no puede calificarse como arbitraria, abusiva o caprichosa; por el contrario, evidencia el respeto por los derechos procesales que le asisten a las partes y la adecuada valoración de los medios probatorios que ellas pusieron a su alcance y de las líneas jurisprudenciales de esta Sala de decisión y del máximo órgano de cierre de la jurisdicción.
Finalmente, es preciso llamar la atención de la accionante en el sentido de que no es la tutela un mecanismo previsto para propiciar una segunda instancia cuando el litigante queda inconforme con la solución definitiva otorgada por la jurisdicción.
Deben ser cuidadosas las partes y sobre todo sus apoderados cuando proponen acciones de tutela contra las providencias judiciales, pues un ejercicio que carezca de fundamentos reales, puede dar lugar, no solo a desvirtuar las bondades de tal mecanismo de protección ciudadana, sino también a congestionar los despachos judiciales. 
De acuerdo con lo expuesto, la sentencia de primer grado será confirmada.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando Justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira el día 23 de agosto de 2017.
SEGUNDO: NOTIFÍQUESE esta decisión a las parte por el medio más expedito.
TERCERO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES            OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA 
                                                                                     Impedida 
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� T-924 de 2002. M.P. Álvaro Tafur Gálvis


� T-001-97





10

